
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 19 DE FEBRERO DE 2008 POR EL QUE SE RESUELVE DISCREPANCIA. SUBVENCIONES. EL RECONOCIMIENTO INDIVIDUALIZADO DE CADA UNA DE LAS DOS ANUALIDADES DE UNA SUBVENCIÓN REQUIERE VERIFICAR QUE EL BENEFICIO CUMPLE, O, EN SU CASO MANTIENE, LOS REQUISITOS QUE FUNDAMENTAN LA CONCESIÓN.

Modalidad de informe: Discrepancia
Área temática: Subvenciones.
Informe vigente.
Se recibe en esta Intervención General procedente de la Dirección General de Vivienda de la Consejería de Vivienda escrito de discrepancia en aplicación de lo dispuesto en el artículo 88 a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, respecto al  reparo formulado por la Intervención Delegada en dicha Consejería en relación con el expediente de subvención número 10-AV-04447.0/06, por alquiler de viviendas existentes acogidas al Real Decreto 801/2005, de 1 de julio. 

La discrepancia se plantea como consecuencia de la diferencia de criterio entre el Centro Gestor y la Intervención Delegada en la interpretación del artículo 7.2 de la Orden 1148/2006, de 26 de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras y el procedimiento de tramitación de las ayudas financieras previstas en el Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, precepto en el que se regula la documentación que el interesado debe presentar para proceder al reconocimiento inicial de la ayuda. En particular, el Centro Gestor señala que para el reconocimiento del derecho a la subvención de la primera anualidad no se exige en la orden de tramitación la comprobación de la declaración del impuesto de la renta, siendo suficiente la copia de la declaración aportada en el momento de presentación de la solicitud. Por su parte, la Intervención manifiesta que para el reconocimiento inicial del derecho a la ayuda el interesado debe aportar copia de la última declaración de la renta, al considerar que con la solicitud se adjunta la declaración de la renta del período impositivo inmediatamente anterior. 
Una vez analizada la documentación aportada se relacionan cronológicamente los siguientes 

ANTECEDENTES
1. El 26 de julio de 2006, D……… presenta solicitud de subvención al alquiler de vivienda usada al amparo del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio.
2. El 22 de septiembre de 2006, se requiere a D. ………., entre otra documentación, y a los efectos de completar el expediente de acuerdo con lo previsto en el artículo 71.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico del Procedimiento Común y Procedimiento Administrativo Común, fotocopia compulsada de los recibos de alquiler de las primeras doce mensualidades del contrato de arrendamiento.
3. El 7 de noviembre de 2007, tiene entrada en la Intervención Delegada el expediente de subvención anteriormente referenciado para su preceptiva fiscalización de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo de Subvenciones de la Comunidad de Madrid.
El 20 de noviembre de 2007, examinada la documentación remitida se formulan reparos al considerar que no se ha incluido copia de la última declaración de la renta, que debe aportar al interesado al tiempo de presentar los recibos de las mensualidades abonadas correspondiente a la primera anualidad lo que dará lugar al reconocimiento inicial del derecho a la ayuda.
4. El 10 de diciembre de 2007 la Dirección General de Vivienda remite a la Intervención Delegada escrito de discrepancia en el que, en síntesis, una vez analizado el artículo 7 de la Orden 1148/2006, de 29 de marzo, concluye que para el reconocimiento del derecho a la subvención del alquiler de la primera anualidad no se exige en la orden de tramitación la comprobación de la segunda declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o documentación sustitutiva en el caso de no estar obligados a su presentación, extremo que sí es necesario comprobar para el reconocimiento de la subvención de la segunda anualidad puesto que se tienen que mantener las circunstancias que dieron lugar al primer reconocimiento de la subvención.
5. El 28 de diciembre de 2007 la Intervención Delegada remite a este Centro Fiscal el escrito de discrepancia, manifestando, a su vez, que en el momento de presentación de los recibos de las mensualidades abonadas correspondientes a la primera anualidad, la Orden requiere la aportación de la copia de la última declaración de la renta.
De acuerdo con los antecedentes expuestos, se formulan las siguientes

CONSIDERACIONES

I
El Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el Plan Estatal 2005-2008 tiene por objeto favorecer el acceso de los ciudadanos a una vivienda asequible que constituya su residencia habitual y permanente. El Capítulo II, denominado “Acceso de los ciudadanos a viviendas en arrendamiento”, desarrolla, en el artículo 15, las condiciones que deben reunir los inquilinos, dando un trato preferencial a determinados colectivos como los jóvenes menores de 35 años, las víctimas de violencia de género y del terrorismo, las familias numerosas, las familias monoparentales y las personas con discapacidad.
 Asimismo, regula la cuantía y la duración de las subvenciones, al establecer en el artículo 16:
“1. La cuantía máxima anual de la subvención no excederá del 40 por 100 de la renta anual que se vaya a satisfacer, ni de un máximo absoluto de 2.880 euros, y podrá ser hecha efectiva al inquilino, o al arrendador, directamente por las Comunidades Autónomas o por las Ciudades de Ceuta y Melilla, o a través de la agencia o sociedad pública que se encargue de la gestión del arrendamiento.

2. La duración máxima de esta subvención será de veinticuatro meses, condicionada a que se mantengan las circunstancias que dieron lugar al reconocimiento inicial del derecho a la ayuda.”

En desarrollo de esta norma, la Comunidad de Madrid aprobó la Orden 1148/2006, de 29 de marzo, estableciendo las bases reguladoras de la concesión de las ayudas económicas directas estatales. Al efecto, en cuanto al procedimiento de tramitación de las ayudas, viene a relacionar la documentación que en cada caso ha de acompañarse a las solicitudes de las ayudas financieras establecidas por el Real Decreto para tener derecho a su percepción, declarando expresamente que a estas ayudas les será de aplicación la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
En particular, por lo que aquí interesa, el artículo 7 “De la subvención al alquiler prevista en el capítulo II del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio”, regula, en primer término, los requisitos que deben tener los arrendatarios que soliciten la subvención
 y la documentación que deben acompañar a su solicitud, figurando entre esta documentación, la fotocopia compulsada completa de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del arrendatario y de los demás miembros de su unidad familiar referida al período impositivo que, una vez vencido el plazo de presentación de la declaración, sea inmediatamente anterior a la presentación de la ayuda económica, y en caso, de no estar obligado a ello, la documentación sustitutiva.

A su vez, por ser el objeto de la presente discrepancia, conviene transcribir íntegramente el apartado segundo:
“2. La subvención se reconocerá por la cuantía anual que corresponda de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio. A estos efectos, una vez vencidos los doce primeros meses del contrato, y si se cumplen los requisitos establecidos para tener derecho a la subvención, se requerirá al interesado para que aporte los recibos de las mensualidades abonadas a través de justificantes bancarios. A la vista de los mismos, se procederá al reconocimiento del derecho de subvención correspondiente a la primera anualidad del contrato y al abono de la misma.

Al tiempo de presentación de los recibos de las mensualidades abonadas, correspondientes a la primera anualidad del contrato, el interesado deberá presentar copia de la última declaración de la renta en la forma prevista en la letra d) del apartado anterior, a fin de constatar que se mantienen las circunstancias que darán lugar al reconocimiento inicial del derecho a la ayuda. Si así fuese, una vez vencidos veinticuatro meses del contrato, se requerirá al interesado para que aporte los recibos de las mensualidades abonadas correspondientes a los últimos doce meses. A la vista de los mismos, se procederá al reconocimiento del derecho de subvención correspondiente a la segunda anualidad del contrato y al abono de la misma.”

Finalmente, la Orden 1672/2006, de 12 de mayo, por la que se aprueba para el ejercicio 2006, la convocatoria de las subvenciones previstas en la Orden 1148/2006, de 29 de marzo de 2006, reproduce en su dispongo séptimo, en idénticos términos, la regulación del artículo 7.2 anteriormente analizado, si bien, en este caso, redactado en un único párrafo.

Una vez examinada la normativa de referencia procede analizar la cuestión de fondo de la discrepancia, esto es, determinar si la renta aportada en el momento de la presentación de los recibos correspondientes a los primeros doce meses del contrato de arrendamiento, lo es a los efectos del reconocimiento de la primera anualidad de la subvención, como precisa la Intervención, o bien, para la segunda anualidad, como manifiesta el Centro Gestor.
A este respecto, interesa comenzar realizando las siguientes precisiones; la primera referida a que el límite de ingresos de los posibles beneficiarios, que se acredita mediante la presentación de la declaración de la renta o documentación sustitutiva, es una condición para acceder a la ayuda; la segunda es que la Orden 1148/2006, de 26 de marzo, ha establecido un procedimiento de reconocimiento individualizado para cada una de las dos anualidades de la subvención.

Sentado lo anterior, puede concluirse que el reconocimiento de la subvención, ya sea para la primera anualidad, ya sea para la segunda, quedará condicionado a la acreditación de que el beneficiario cumple o, en su caso, mantiene los requisitos que fundamentan la concesión. 

En otros términos, siendo un requisito de concesión, para proceder al reconocimiento de la primera anualidad deberá exigirse la aportación de la última declaración de la renta o documentación sustitutiva, salvo que entre la fecha de presentación de la solicitud y el reconocimiento de la primera anualidad no hubiese tenido lugar el vencimiento de un nuevo período impositivo, en cuyo caso, tal requisito quedaría justificado con la declaración que se adjunta con la solicitud. Asimismo, en el momento en que se procede al reconocimiento de la segunda anualidad, a los efectos de acreditar el mantenimiento de los requisitos que dieron lugar a la subvención, deberá exigirse la aportación de la última declaración de la renta o documentación sustitutiva, con la misma salvedad referida al vencimiento o no de un nuevo período impositivo respecto a la fecha de reconocimiento de la primera anualidad.
Por lo demás, esta interpretación del precepto estudiado es conforme con lo dispuesto en el Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda, del que trae causa la Orden 1148/2006, de 29 de marzo, al disponer en el artículo 16.2 que “la duración de la subvención será de veinticuatro meses, condicionada que se mantengan las circunstancias que dieron lugar al reconocimiento inicial del derecho a la ayuda”.

De igual modo, el anterior razonamiento puede relacionarse la con lo previsto en los artículos los artículos 11 y 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, preceptos de carácter básico, al señalar que “podrán obtener la condición de beneficiario las personas que se encuentren en la situación que fundamenta la concesión de la subvención o en las que concurra las circunstancias previstas en las bases reguladoras y en la convocatoria”.

Partiendo de estas premisas, pueden darse contestación a las alegaciones formuladas por la Dirección General de Vivienda y por la Intervención Delegada.
Así, pueden refutarse las alegaciones del Centro Gestor a cuyo tenor el párrafo segundo del artículo 7.2 alude a la “tramitación de la subvención de la segunda anualidad”, pues como se transcribió el párrafo comienza haciendo mención a la “ primera anualidad del contrato”. Por otra parte, la afirmación del Gestor referida a que con la finalidad de ahorrar un trámite procedimental, al tiempo de presentación de los recibos de la primera anualidad, debe presentarse copia de la declaración de la renta para comprobar las circunstancias que  “dieron lugar al reconocimiento de la subvención de la primera anualidad”, tampoco se corresponde con la redacción del artículo, dado que el tiempo verbal empleado para acreditar el cumplimiento de los requisitos no es de pasado si no que está conjugado en futuro, “darán” , refiriéndose, con ello, al reconocimiento inicial del derecho a la ayuda. Asimismo, la trascripción en un único apartado del citado artículo 7.2 en la Orden 1672/2006, de 12 de mayo, se aviene mal con el argumento de la Dirección General de Vivienda referido a que el primer párrafo del precepto regula el reconocimiento de la primera anualidad mientras que el segundo establece la tramitación de la segunda anualidad.
A mayor abundamiento, teniendo en cuenta que cada anualidad de la subvención se reconoce de forma independiente, resultaría innecesario que para la concesión de la primera anualidad se solicitara documentación únicamente preceptiva, llegado el caso, para declarar el derecho a la segunda anualidad.
Por otra parte, parece desprenderse del reparo y del escrito que remite la Intervención Delegada que la declaración de la renta únicamente se exigiría para el reconocimiento de la primera anualidad, no así para la segunda anualidad, lo cual podría desvirtuar la finalidad de la ayuda de facilitar el acceso a la vivienda en alquiler para aquellos arrendatarios que no superen un determinado límite de ingresos, pues habida cuenta del tiempo transcurrido entre el momento de la presentación de la solicitud y la duración máxima de la subvención, veinticuatro meses, podría haberse producido una variación de las circunstancias que motivaron la concesión, extremo este que quedaría sin comprobar de no presentarse la oportuna documentación justificativa.  

Por todo lo anterior, este Centro Fiscal considera que la acreditación del mantenimiento de los requisitos que dan lugar a la concesión de la subvención mediante la presentación de la declaración de la renta, o documentación sustitutiva en caso de no estar obligado a su presentación, debe realizarse tanto en el momento del reconocimiento de la primera anualidad, como en la segunda anualidad.
De acuerdo con las consideraciones anteriormente expuestas, esta Intervención General

RESUELVE

Ratificar, con los efectos previstos en el artículo 88.1 a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, el reparo formulado por la Intervención Delegada en la Consejería de Vivienda, por entender que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7.2 de la citada Orden 1148/2006, de 29 de marzo, en el momento de presentación de los recibos de las mensualidades abonadas correspondientes a la primera anualidad debe aportarse la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o documentación sustitutiva en el caso de que el beneficiario no esté obligado a su presentación. Asimismo, se significa que, al objeto de comprobar que se mantienen las circunstancias que dieron lugar a la concesión inicial del derecho a la ayuda, la referida documentación deberá presentarse para proceder al reconocimiento de la segunda anualidad.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 88.1.b) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en el supuesto de subsistir la discrepancia podrá elevarse la misma ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde adoptar la resolución definitiva.

� En los supuestos anteriores, los eventuales beneficiarios habrán de tener unos ingresos familiares que no excedan de 2,5 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples y la renta que satisfagan oscilar entre el 2 por 100 y el 9 por 100 del precio máximo de las viviendas protegidas para arrendamiento de renta básica. Asimismo, la superficie máxima computable de la vivienda será de 90 metros cuadrados de superficie útil.


� No tener edad no superior a treinta y cinco años y ser residentes en la Comunidad de Madrid durante, al menos, los tres años inmediatamente a la fecha de presentación de la solicitud.


� “La subvención se reconocerá por la cuantía anual que corresponda de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 del Real Decreto 801/2005, de 1 de julio. A estos efectos, una vez vencidos los doce primeros meses del contrato, y si se cumplen los requisitos establecidos para tener derecho a la subvención, se requerirá al interesado para que aporte los recibos de las mensualidades abonadas a través de justificantes bancarios. A la vista de los mismos se procederá al reconocimiento del derecho de subvención correspondiente a la primera anualidad del contrato y al abono de la misma. Al tiempo de presentación de los recibos de las mensualidades abonadas correspondientes a la primera anualidad del contrato, el interesado deberá presentar copia de la última declaración de la renta en la forma prevista en la letra d) del apartado anterior, a fin de constatar que se mantienen las circunstancias que darán lugar al reconocimiento inicial del derecho a la ayuda. Si así fuese, una vez vencidos veinticuatro meses del contrato, se requerirá al interesado para que aporte los recibos de las mensualidades abonadas correspondientes a los últimos doce meses. A la vista de los mismos se procederá al reconocimiento del derecho de subvención correspondiente a la segunda anualidad del contrato y al abono de la misma.”





� Observar que según previene el artículo 3.1 del Código Civil, la interpretación de las normas requiere no sólo examinar el sentido propio de las palabras sino también el contexto, los antecedentes legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente, al espíritu y finalidad de aquéllas
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